TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, julio veintidós (22) de dos mil dieciséis (2016)
Expediente No. 66001-31-03-003-2011-00235-01
De acuerdo con el artículo 340 del Código General del Proceso, se decide en Sala Unitaria lo relacionado con la concesión del recurso de casación que se interpusieron los demandados frente a la sentencia de segunda instancia, proferida en este asunto el pasado 13 de junio.

A N T E C E D E N T E S  

1.- El Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira dictó sentencia de primera instancia en el proceso ordinario que promovió el señor Jorge Iván Ramírez Otálvaro contra Luis Albeiro Marín Ramírez y Gloria Inés Valencia, providencia en la que se accedió a las pretensiones de la demanda y se declaró simulado el contrato de compraventa que celebraron los demandados, contenido en la escritura pública 5.110 del 24 de octubre de 2008, otorgada en la Notaría Quinta del Círculo de esta ciudad, respecto del inmueble identificado con folio de matrícula 290-153990 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

2.- Inconformes con esa decisión los demandados la apelaron; el pasado 13 de junio se dictó sentencia de segunda instancia, en la que se confirmó la de primer grado; respecto de esta, los demandados  interpusieron recurso de casación.
Para resolver,         S E    C O N S I D E R A  :

1.- El artículo 334 del Código General del Proceso dice que procede el recurso de casación, entre otras, contra las sentencias dictadas en segunda instancia por los Tribunales Superiores en procesos declarativos; el 337 exige formularlo dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia y no permite hacerlo a quien no apeló la sentencia de primer grado, cuando la proferida por el tribunal hubiese sido exclusivamente confirmatoria de aquella; el 338 dice que “Cuando las pretensiones sean esencialmente económicas, el recurso procede cuando el valor actual de la resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (1000 smlmv) …” y el artículo 339 enseña que cuando sea necesario fijar el interés económico afectado con la sentencia, su cuantía deberá establecerse con los elementos de juicio que obren en el expediente.

2.- Tales requisitos se satisfacen solo de manera parcial, pues aunque los demandados interpusieron el recurso de casación contra una sentencia proferida en segunda instancia por este tribunal, en un proceso declarativo, con motivo de la apelación que ellos mismos formularon respecto de la sentencia de primera instancia, la cuantía del interés para recurrir no alcanza aquel que prevé el legislador.
En efecto, como ya se indicara, se declaró simulado el contrato de compraventa que celebraron los demandados respecto del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-153990 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

Los recurrentes, para probar la cuantía del interés para recurrir allegaron un dictamen pericial que suscribe una abogada, en el que expresó que en los hechos de la demanda se dijo que el inmueble objeto de simulación tiene un valor de $300.000.000; ese escrito fue presentado el 22 de julio de 2011 y aquel valor con intereses al 2.5% mensual desde aquella fecha  hasta el 22 de junio de 2016, durante 60 meses, equivalen a $540.000.000 y en consecuencia “se estaría ante un perjuicio  causado a la parte demandada de $840.000.000
.

El artículo 337 del Código General del Proceso dice que “Cuando para la procedencia del recurso de casación sea necesario fijar el interés económico afectado con la sentencia, su cuantía deberá establecerse con los elementos de juicio que obren en el expediente. Con todo, el recurrente podrá aportar un dictamen pericial si lo considera necesario, y el magistrado decidirá de plano sobre la concesión”.

En este caso, en el que se está frente a prestaciones esencialmente económicas, el valor actual de la resolución desfavorable a los demandados se traduce en el valor del inmueble que resultó afectado con la decisión adoptada en la sentencia.

En la demanda con la que se inició el proceso, se indicó que la cuantía del proceso ascendía a $300.000.000;

vnculadas yconsecuencia, el único componente económico que deriva en detrimento patrimonial para los demandados, corresponde al valor comercial del predio, pues en últimas, la decisión conduce a la entrega del inmueble por parte de la codemandada Gloria Inés Valencia al señor Luis Albeiro Marín Ramírez; éste a su vez, deberá devolver el dinero que por esa venta recibió de la compradora, que en este caso, afirmaron los accionados, lo fue por $174.000.000. No se ordenó en esa sentencia el pago de suma alguna de dinero, menos aún, hubo condenas por concepto de intereses corrientes sobre ella.
Siendo así, es claro que el interés de los impugnantes para recurrir en casación está por debajo de la cuantía mínima que para ese efecto exige el artículo 338 del Código General del Proceso, que corresponde a 1000 smlmv, ya que el salario mínimo legal vigente se estableció para este año, por Decreto 2552 del 30 de diciembre de 2015, en $689.455. Mil de esos salarios suman $689.455.000.

De esa manera las cosas, puede concluirse que los demandados carecen de interés para recurrir. 

Lo anterior a pesar del dictamen pericial allegado por los recurrentes, pues éste constituye apenas una ayuda que el Tribunal puede tener en cuenta para determinar si hay o no interés recurrible, más no es vinculante ni obligatorio para esos efectos.
Al respecto, el tratadista Hernán Fabio López Blanco, en su obra Código General del Proceso, Parte General, Pág. 836, comentó:

“Cabe observar que no puede entenderse que lo señalado por el perito obligue al tribunal. Como sucede con toda peritación, se trata de una prueba que se produce con el objeto de que el funcionario encargado de decidir tenga bases orientadoras, pero no constituye criterio de obligatorio seguimiento para definir, de ahí que bien puede el tribunal apartarse del mismo y decidir lo que en su sentir sea pertinente, pues entender lo contrario sería dejar al perito la función decisoria. Otra cosa es que usualmente el tribunal acepta las bases señaladas por el experto, pero de ahí a sostener que debe hacerlo, notable es la diferencia”.
Por otra parte, se le reconocerá personería amplia y suficiente al abogado Isidro Ruíz Garzón para representar en este asunto a los demandados, en los términos del poder conferido
. 

En tal forma quedará revocado el poder otorgado a los abogados Juan Diego Santofimio Álzate y Carlos Arturo Tobar Rosero quienes venían representando a los demandados Gloria Inés Valencia y Luis Albeiro Marín Ramírez, respectivamente.

Por lo expuesto, el Tribunal superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil Familia
R E S U E L V E 
1º. Denegar el recurso de casación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida por esta Sala el pasado 13 de junio, en el proceso ordinario promovido por el señor Jorge Iván Ramírez Otálvaro contra Luis Albeiro Marín Ramírez y Gloria Inés Valencia.

2º. Reconocer personería amplia y suficiente al abogado Isidro Ruíz Garzón para representar en este asunto a los demandados, en los términos del poder conferido. 

En tal forma queda revocado el poder otorgado a los abogados Juan Diego Santofimio Álzate y Carlos Arturo Tobar Rosero quienes venían representando a los demandados Gloria Inés Valencia y Luis Albeiro Marín Ramírez, respectivamente.

Notifíquese,
La Magistrada,
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� Folio 42, cuaderno de segunda instancia.


� Folios 43-44, cuaderno segunda instancia.
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